
 

Señor 

Tribunal Superior – Sala Civil de Bogotá, D.C.   

E. S. D. 

 

 

 Ref.: Radicación 110013103025-2018-00069-01 

  Proceso:      Verbal de responsabilidad Civil   

  Demandante: Diana Marcela Arévalo y Otros    

Demandando:  Daniel Augusto Ávila Carmen y otros  

 

 

 
airo Alfonso Acosta Aguilar, me permito reasumir el poder 

otorgado  obrando en mi condición de apoderado judicial de 

la parte actora encontrándome dentro de la oportunidad 

procesal pertinente me permito el interponer recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el día 13 de julio 

hogaño, realizado mediante ayuda tecnológica,, notificada en 

estrados, en los siguientes términos:  

 

En virtud a que se es respetuoso de los pronunciamientos de los 

Jueces de la Republica, en esta oportunidad se disiente de las 

apreciaciones contempladas en la sentencia objeto de alzada, en 

razón a los siguientes reparos:  

 

 

 

1. Situación probatoria frente al supuesto factico de la demanda.  

 

 

 

Se acusa la decisión del a quo de déficit argumentativo y de no 

haberse observado en el discurso motivacional la regla 

metodológica prevista en el artículo 280 del C.G. del P., en cuanto 

no se realizó “el examen crítico de las pruebas con explicación 

razonada de las conclusiones sobre ella”, en tanto no es de recibo 

la argumentación del señor Juez, en central la decisión de su 

proveído con el argumento de la falta de prueba frente al hecho 1., 

relatado en la sentencia, Honorables Magistrados, el proceso trata 

de una declaración de responsabilidad enmarcada en un conjunto 

de hechos, atendiendo la calidad de cada uno de los integrantes 

de la Litis,  como bien lo señalo el a quo, ninguno de los 

demandantes se encontró presente el día de los hechos, 

configurándose la responsabilidad del juzgador en identificar las 

circunstancias de modo en la ocurrencia de los hechos.  

 

 

  

Como punto de partida una observación que surge como evidente 

en la providencia en trance de alzada. El juzgador quebrantó la 

J 



regla disciplinar que le impone el deber de apreciar las pruebas “en 

conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica” y de exponer 

“siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”, 

conforme al artículo 176 ídem. Además, en forma concreta, no pudo 

adelantar ese ejercicio porque omitió apreciar y valorar en su 

integridad el interrogatorio de parte rendido por los demandados 

Señor Daniel Augusto Ávila y la señora Ana Cecilia Menjura León, 

como si esa prueba no existiera en el proceso, por lo que la misma 

nada le dijo, cuando la misma podía haber cambiado el sentido del 

fallo, reconociendo la intervención de los conductores de los 

vehículo de placas VES-050 y SGN-717, en la producción del hecho 

dañoso.  

 

 

“Si el juez con ocasión del episodio intelectual del proferimiento 

del fallo se muestra renuente al acatamiento de esas reglas 

relativas al discernimiento de sus conclusiones, simple y 

llanamente incurre, como en el caso de ahora, en violación de 

la garantía constitucional del debido proceso bajo el supuesto de 

la configuración de un ERROR DE HECHO, ahora transfigurado, 

bajo la égida de la jurisprudencia, en el llamado DEFECTO 

FÁCTICO, consistente, en forma genérica y conceptual, en un 

error relacionado con la práctica o valoración de las pruebas 

que tiene incidencia directa en la decisión” – Subrayado fuera 

de texto.    

 

 

 

2. La determinación que los demandados no tuvieron incidencia 

en el infortunio. 

 

 

Honorables Magistrados, el a quo, tal y como preliminarmente lo 

señalé, no apreció ni valoró el interrogatorio rendido por los 

demandados, omitiendo la  confesión que se produjo cuando en 

estos se develó circunstancias modales del hecho que, en una 

perspectiva valorativa en su entidad probatoria, comprometen la 

responsabilidad del señor Daniel Augusto Ávila  en calidad de autor 

material y jurídico del resultado, pues él, sólo él desplegando su 

conducta, al no haber maniobrado eficazmente para eludir a la 

víctima incremento el perjuicio padecido, siéndole exigible en el 

escenario del hecho, fue el motivo causante del hecho. Y, 

repitiéndolo, si el juzgado hubiera apreciado ésta confesión, 

seguramente habría tenido por probada la responsabilidad de los 

demandados.  

 

Se resalta que el caso de marras trata de una culpa probada por el 

ejercicio de actividades concurrentes peligrosas como lo es la 

conducción de vehículos automotores, resaltando la intervención 

de los demandados en el hecho donde lamentablemente pereciera 

la señora Yeimi Paola Arévalo Huertas (q.e.p.d), fue determinante y 

se encuentra debidamente probada.   



 

Al respecto la sentencia de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-

011, en donde retomó la tesis de la intervención causal. 

  

Al respecto, señaló:  

 

 
“(…) La (…) graduación de ‘culpas’ en presencia de actividades 

peligrosas concurrentes, [impone al] (…) juez [el deber] de (…) 

examinar a plenitud la conducta del autor y de la víctima para 

precisar su incidencia en el daño y determinar la responsabilidad 

de uno u otra, y así debe entenderse y aplicarse, desde luego, en 

la discreta, razonable y coherente autonomía axiológica de los 

elementos de convicción allegados regular y oportunamente al 

proceso con respeto de las garantías procesales y legales. 

 

“Más exactamente, el fallador apreciará el marco de 

circunstancias en que se produce el daño, sus condiciones de 

modo, tiempo y lugar, la naturaleza, equivalencia o asimetría de 

las actividades peligrosas concurrentes, sus características, 

complejidad, grado o magnitud de riesgo o peligro, los riesgos 

específicos, las situaciones concretas de especial riesgo y 

peligrosidad, y en particular, la incidencia causal de la conducta 

de los sujetos, precisando cuál es la determinante (imputatio facti) 

del quebranto, por cuanto desde el punto de vista normativo 

(imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta responsabilidad es 

objetivo y se remite al riesgo o peligro (…)” (se resalta). 

 

 

 

Para establecer si hay concurrencia de causas, las mismas pueden 

ser anteriores, coincidentes, concomitantes, recíprocas o 

posteriores, al punto de que el perjuicio no se causaría sin la 

pluralidad de fenómenos causales, en el caso concreto con el 

análisis adecuado de las pruebas documentales aportadas como 

las practicadas en audiencia, se puede determinar si dubitación 

que las conductas desplegadas por los intervinientes en el 

accidente fueron coincidentes en la producción del daño.  

 

Del análisis probatorio se puede observar que el vehículo de placas 

SGN717, conducido por Ana Cecilia Menjura León, tiene impacto 

lateral en el tercio medio, corroborando que este impacta y 

adelanta a la motocicleta de placas RXK-50D, donde se desplazaba 

la señora Yeimi Paola Arévalo Huertas (q.e.p.d), determinando una 

responsabilidad anterior.  

 

Asimismo, se evidencia la responsabilidad posterior,  es del señor 

Daniel Augusto Ávila, ejerciendo la actividad peligrosa en el 

ejercicio de la conducción del vehículo de placas VES-050, nótese  

que el informe policial para accidentes de tránsito en la casilla 8.8. 

Contempla: “Descripción de limpieza sobre la cara externa de la 

 
1 Reiterado en sentencias de 26 de agosto de 2010, rad. 2005-00611-01, y 16 de diciembre 
de 2010, rad. 1989-000042-01.  



llanta externa posterior izquierda”, es decir, que el señor Ávila, al 

percatarse del volcamiento de la motocicleta alcanza a realizar una 

maniobra evasiva para evitar el aplastamiento de la humanidad de 

la señora Yeimi Paola Arévalo Huertas (q.e.p.d),  con la llanta 

posterior, es decir, la parte trasera del vehículo, contrario sensu a lo 

apreciado por el A quo, al manifestar que el señor Avila, paso en un 

momento desafortunado sin tener injerencia en el infortunio, dado 

que conforme la huella de limpieza, el interrogatorio absuelto la 

dinámica del accidente se establece que el señor Daniel Augusto 

Ávila, conduciendo el vehículo de placas VES-050, observa el 

volcamiento de la motocicleta trata de eludir el cuerpo, generando 

la huella de limpieza con el cuerpo de la señora Yeimi Paola Arévalo 

Huertas (q.e.p.d). 

 

A propósito dijo esta Corte: 

 

 

“(…) No obstante, como lo ha destacado la jurisprudencia 

nacional, la designación antes señalada no se ajusta a la 

genuina inteligencia del principio, pues no se trata ‘como por 

algunos se suele afirmar equivocadamente que se produzca 

una compensación entre la culpa del demandado y la de la 

víctima, porque lo que sucede, conforme se infiere del propio 

tenor del precepto, es que entre la denominada culpa de la 

víctima y el daño ha de darse una relación de causalidad, 

como también debe existir con la del demandado. Por eso, 

cuando ambas culpas concurren a producir el daño, se dice 

que una y otra son concausa de este’ (Cas. Civ., sentencia 

de 29 de noviembre de 1993, exp. 3579, no publicada). Este 

criterio corresponde, igualmente, al de la doctrina 

especializada en la materia, como lo destaca De Cupis, al 

señalar que ‘[d]e antiguo se ha utilizado una expresión poco 

afortunada para referirse a la concurrencia de culpa en el 

perjudicado, y es el término compensación de la culpa. Su 

falta de adecuación puede verse prácticamente con sólo 

observar que el estado de ánimo culposo del perjudicado ni 

puede eliminar ni reducir el estado de ánimo culposo de la 

persona que ocasiona el daño’ (De Cupis, Adriano. El daño. 

Teoría General de la Responsabilidad Civil. Editorial Bosch. 

Barcelona, 1966. Págs. 275 y 276) (…)”2 (se resalta). 

 

 

 

  

3. Valoración probatoria del IPAT y demás pruebas 

documentales.  

 

 

La valoración de responsabilidad probatoria del presente caso la 

cual se fundamentó en la hipótesis registrada en el informe policial 

 
2 CSJ SC 16 de diciembre de 2010, rad. 1989-00042-01. 



para accidentes de tránsito No. A199138, si bien es cierto la prueba 

documental aportada estipula una causal hipotética del accidente 

de tránsito, esta “hipótesis” no infiere responsabilidad para los 

involucrados, conforme a la Resolución 11268 del 6 de diciembre de 

2012, mediante la cual se adopta el nuevo informe policial de 

accidentes de tránsito (IPAT), su manual de diligenciamiento y se 

dictan otras disposiciones, refiere: 

 

“(…) 2.12 CAUSAS PROBABLES – VERSIÓN CONDUCTORES 

…NOTA: la causa descrita por la autoridad de tránsito no 

corresponde a un juicio de responsabilidad en materia penal. La 

importancia de registrar la causa, está dada con el fin de determinar 

estadísticamente cual es el factor de mayor incidencia en los 

accidentes, 47 realizar programas de prevención, estudios de 

seguridad vial y todas aquellas acciones que permitan disminuir los 

accidentes de tránsito y/o su impacto a nivel nacional. (…)” 

 

Frente a la valoración de la prueba documental informe policial 

para accidentes de tránsito, la corte ha estipulado: 

 

“(…) Ahora bien, esgrimen los censores que el “croquis” es un plano 

descriptivo conforme a la definición del artículo 2° de la Ley 769 de 

2002, y constituye “una de las muchas pruebas que deben ser tenidas 

en cuenta por la autoridad de tránsito”, pero ni por asomo debe 

tomarse como definitiva. 

En torno a ese reproche, debe decirse que se adecúa más al 

escenario del yerro de derecho, por controvertir el mérito 

demostrativo del croquis con apoyo en lo que el legislador define 

sobre el mismo. No obstante la deficiencia técnica, para descartarlo 

basta advertir que el precepto invocado no contempla una 

restricción al valor probatorio que pueda surgir del “croquis” o del 

“informe de tránsito”, y menos fija una tarifa legal que imponga que 

para la acreditación de los hechos que envuelven un accidente de 

tránsito se requiera, amén de ese instrumento, otro adicional. 

El canon en cuestión ofrece sí la definición de distintos términos, pero 

con el propósito explicitado por el propio legislador de servir “Para la 

aplicación e interpretación” del Código Nacional de Tránsito 

Terrestre, y no de limitar la eficacia demostrativa de documentos, 

como el croquis, el cual lo considera como “Plano descriptivo de los 

pormenores de un accidente de tránsito donde resulten daños a 

personas, vehículos, inmuebles, muebles o animales, levantado en el 



sitio de los hechos por el agente, la policía de tránsito o por la 

autoridad competente”.3 

 

Erro el juzgador en determinar la responsabilidad de la señora Yeimi 

Paola Arévalo Huertas (q.e.p.d), basándose en la hipótesis, sin 

contemplar los detalles que contiene el informe policial, señalando 

que en este se encuentra como quedo anotado en líneas 

antecedentes la evidencia encontrada por los investigadores en el 

lugar y día de los hechos, encargados de la recolección, embalaje 

e investigación del accidente, evidenciado la señalización existente 

en la vía, discriminada como señal reglamentaria SR30, que 

obedece a transitar a una velocidad de 30 Kilómetros por hora en 

ese tramo vial, concatenado a la señal preventiva  SP67,   riesgo de 

accidente, la cual indica a los actores viales el riesgo inminente de 

accidentes. Asimismo, las características viales contempladas en el 

IPAT, las cuales se contemplan en las casillas 6 y 7.  

 

El Señor Juez, dio credibilidad a una prueba documental aportada 

por la parte actora, con el propósito de probar la reclamación 

realizada a la compañía de seguros, sin embargo el señor Juez dio 

certeza de su dicho, justificando y dando comprobada la objeción 

a la reclamación presentada. En el argumento de la sentencia 

justifica esta prueba conforme el IPAT, sin embargo falta al principio 

de la sana critica de la pruebas, olvidando examinar pruebas 

documentales realizadas por entes competentes el día y lugar de los 

hechos, nótese por ejemplo que sobre el informe ejecutivo suscrito 

por autoridad de tránsito (laboratorio de criminalística) aportado al 

plenario, en donde se contempla datos relevantes en la dinámica 

del siniestro, prueba que no fue detallada ni valorada por el juzgador 

de primera instancia.  

 

4. Al accidente lo provoca Yeimi Paola Arevalo, configurándose 

la Culpa exclusiva de la Victima.  

 

 

Se denota un error argumentativo, en exonerar a los demandados 

por la configuración de la culpa exclusiva de la víctima, como bien 

se señala en su descripción se requiere que el actuar sea exclusivo 

de la víctima, como se señaló en  anteriores líneas la intervención de 

Yeimi Paola Arévalo Huertas (q.e.p.d), en la producción del daño no 

es exclusiva, como se probó los demandados intervinieron y 

concurrieron en el desafortunado hecho que contribuyo al 

fallecimiento de la víctima.  

 

 
3 Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil SC7978-2015 Radicación No. 

70215-31-89-001-2008-00156-01 M.P. Dr. Fernando Giraldo Gutierrez. 



Recordemos que en caso de la culpa probada, no se configura una 

culpa exclusiva de la víctima: 

 

  

 

Al respecto la Corte se ha pronunciado:  

 

 

“Lo reseñado sirve además para destacar que la jurisprudencia de 

esta Sala, ha optado por denominar al fenómeno de la concurrencia de 

conductas desplegadas por el agente y el damnificado en la producción 

del daño, cuya reparación pretende éste último, como una cuestión 

propia del “hecho de la víctima” y no de la “culpa de la víctima”. 

 

Dicha afirmación se fundamenta porque la expresión “culpa” 

corresponde a un “factor de imputación (…) de carácter subjetivo”4, 

situación que supone la violación de deberes de diligencia y cuidado 

asumidos por una persona “en una relación de alteridad para con otra u 

otr[o]s”, no respecto de sí mismo, ni contra su propio interés5. En igual 

sentido, no existe un deber jurídico de la víctima frente al agente, en cuya 

virtud esté obligado el primero a prevenir o reducir el daño tanto como le 

sea posible6.  

 

Tal aspecto, entonces, solo impone al lesionado a soportar la 

reducción de la indemnización reclamada al causante del perjuicio, 

situación que “lo desvincula de la esfera de los deberes jurídicos para 

situarse en el terreno de las cargas”7. 

 

En ese sentido, dijo esta Colegiatura:  

 

“(…) En todo caso, así se utilice la expresión ‘culpa de la víctima’ 

para designar el fenómeno en cuestión, en el análisis que al 

respecto se realice no se deben utilizar, de manera absoluta o 

indiscriminada, los criterios correspondientes al concepto técnico 

de culpa. 

 

“(…) 

  

“Esta reflexión ha conducido a considerar, en acercamiento de las 

dos posturas, que la ‘culpa de la víctima’ corresponde -más 

precisamente- a un conjunto heterogéneo de supuestos de 

hecho, en los que se incluyen no sólo comportamientos culposos 

en sentido estricto, sino también actuaciones anómalas o 

irregulares del perjudicado que interfieren causalmente en la 

producción del daño, con lo que se logra explicar, de manera 

general, que la norma consagrada en el artículo 2357 del Código 

Civil, aun cuando allí se aluda a “imprudencia” de la víctima, 

 
4 VISINTINI, Giovanna. “Tratado de la Responsabilidad Civil”. Tomo II. Editorial Astrea. 
Buenos Aires, 1999, pág. 292. SANTOS BRIZ, Jaime. “La responsabilidad civil”. Derecho 
sustantivo y Derecho procesal, séptima edición, Editorial Montecorvo S.A., Madrid, 1993. 
Pág. 118. 
5 DE CUPIS, Antonio. “Teoría General de la Responsabilidad Civil. 2dª. Edición. Editorial 
Bosch, S.A. México, 1975, págs. 278 y s.s. 
6 SOTO NIETO, Francisco. “La llamada compensación de culpas’”. Revista de Derecho 
Privado, Madrid, mayo de 1968. Tomo LII. 
7 ROSELLO, Carlo, “Il danno evitabile. La misura della responsabilità tra diligenza ed 
efficienza”. Editorial CEDAM, Roma 1990, págs. 40 a 44. 



pueda ser aplicable a la conducta de aquellos llamados 

inimputables porque no son ‘capaces de cometer delito o culpa’ 

(art. 2346 ibídem) o a comportamientos de los que la propia 

víctima no es consciente o en los que no hay posibilidad de hacer 

reproche alguno a su actuación (v.gr. aquel que sufre un 

desmayo, un desvanecimiento o un tropiezo y como 

consecuencia sufre el daño) (…) (Cas. Civ. 15 de marzo de 1941, 

citada en G.J. L, pág. 793; 29 de noviembre de 1946, G.J. LXI, pág. 

677; 8 de septiembre de 1950, G.J. LXVIII, pág. 48; 28 de noviembre 

de 1983. No publicada) (…)”8. 

 

Así, al proceder el análisis sobre la causa del daño, el juzgador 

debe establecer “mediante un cuidadoso estudio de las pruebas, la 

incidencia del comportamiento desplegado por cada [parte] alrededor 

de los hechos que constituyan causa de la reclamación pecuniaria”9, en 

particular, cuando ésta proviene del ejercicio de una actividad peligrosa 

y, al mismo tiempo, se alegue concurrencia de conductas en la 

producción del hecho lesivo. 

 

Sobre el asunto, afirmó esta Corte: 

 

“(…) [E]n tratándose de la concurrencia de causas que se produce 

cuando en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del 

ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental 

establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en 

la producción del daño, habida cuenta que una investigación de 

esta índole viene impuesta por dos principios elementales de 

lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien 

debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a 

provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el 

perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 

699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…); principios en los 

que se funda la llamada ‘compensación de culpas’, concebida 

por el legislador para disminuir, aminorar o moderar la obligación 

de indemnizar, en su expresión cuantitativa, hasta o en la medida 

en que el agraviado sea el propio artífice de su mal, 

compensación cuyo efecto no es otro distinto que el de ‘repartir’ 

el daño, para reducir el importe de la indemnización debida al 

demandante, ello, desde luego, sobre el supuesto de que las 

culpas a ser ‘compensadas’ tengan virtualidad jurídica semejante 

y, por ende, sean equiparables entre sí (…)” (resaltado propio)10. 

  

Por tanto, se itera, para declarar la concurrencia de 

consecuencias reparadoras, o de concausas, cuyo efecto práctico es la 

reducción de la indemnización en proporción a la participación de la 

víctima, su implicación deberá resultar influyente o destacada en la 

cadena causal antecedente del resultado lesivo, aún, a pesar del tipo de 

tarea arriesgada que gobierna el caso concreto.”11 

 

  

 

 
8 CSJ SC 2 de mayo de 2007, rad. 1997-03001-01, citada el 16 de diciembre de 2010, rad. 
1989-00042-01, entre otras. 
9 CSJ SC  14 de diciembre de 2006. 1997-03001-01 
10 CSJ SC 25 de noviembre de 1999, rad. 5173.  
11 SCJ2107-2018, 12 de junio 2018 Rad. 11001-31-03-032-2011-0036-01 



 

    

  Así las cosas, ruego en forma por demás respetuosa al superior 

revoque la sentencia proferida y contrario a ello acceda a las 

pretensiones de la demanda, manifestando que el presente recurso 

se sustentado ampliamente en la oportunidad procesal respectiva.  

 

 

Del señor Juez, 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Jairo Alfonso Acosta Aguilar 

C.C. No 5.880.328 de Chaparral 

T.P. No. 29.632 del C. S. de la J. 
 

 

 

d.m.a.*/  

V-557-2 



Señores 
SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA D.C. 
E.                                                   S.                                     D. 
 
 
 
REF: PROCESO EJECUTIVO HIPOTECARIO DE: LA FUNDACION PARA EL DESARROLLO DE 
LOS PUEBLOS MARGINADOS contra ADVISORS FINANCIAL GROUP S.A.S. Expediente No. 28-
2016-00238-02 
 
 
 
Señor Juez: 
   
OSCAR ARMANDO PARRA ENCISO, abogado titulado identificado con la C.C. No.19´242.388 de 
Bogotá y T.P. 31.961 del C.S.J., vecino de esta ciudad, en mi calidad de apoderado judicial de  LA 
FUNDACION PARA EL DESARROLLO  DE LOS PUEBLOS MARGINADOS, identificada con el NIT 
830081906-5,  domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., Representada por el señor GABRIEL 
EDUARDO CALVO RAMIREZ, varón mayor de edad identificado con la C.C. 19´228.422 de Bogotá,  
quien funge como representante legal suplente; fundación esta sin ánimo de lucro. Con todo respeto 
descorro el traslado del art 14 del decreto 806 del 2020 en los siguientes términos: 
 
Desde un comienzo como representante de la demandante LA FUNDACION PARA EL 
DESARROLLO DE LOS PUEBLOS MARGINADOS, le dije a la juez 28 C.C., que el opositor no podía 
ser escuchado ya que él había recibido la posesión del inmueble de parte del representante legal de 
ADVISORS FINANCIAL GROUP S.A.S., que es el demandado y que esto iba en contravía del art 309 
numeral 01 del C.G.P., no me quisieron entender, siguieron el trámite, se escuchó un testigo que 
precisamente le consta que la posesión del inmueble la recibió de manos del Representante legal de 
ADVISORS FINANCIAL GROUP S.A.S., producto de una negociación fallida e incumplida. 
 
El señor JOSE ANTONIO ESTAN,  quien es el que alega uno posesión del inmueble que se pretende 
embargar, secuestrar y rematar, demostró el mismo, primero, que le recibió el inmueble de manos del 
representante legal d ADVISORS FINANCIAL GROUP S.A.S., segundo, que hubo un contrato de 
promesa de venta entre el señor SAVOGAL quien era el Representante legal de ADVISORS 
FINANCIAL GROUP S.A.S., tercero, que se incumplió dicha compraventa, por lo tanto señor 
Magistrado el opositor no puede ser escuchado porque a voces del art 309 del C.G.P., el opositor es 
tenedor a nombre del demandado, pero por si fuera poco el señor JOSE ANTONIO ESTAN, pretende 
hacer una compensación entre otro negocio fallido y la compraventa del inmueble que se pretende 
secuestrar, embargar y rematar sobre unos bonos financieros que a nadie le consta que existieron o 
hayan existido, pero  para terminar de rematar se anexa por parte del opositor dos promesas de 
compraventa suscrito entre el Representante legal de ADVISORS FINANCIAL GROUP S.A.S. y el 
señor JOSE ANTONIO ESTAN, en donde se lee claramente  la forma de pago que el señor JOSE 
ANTONIO ESTAN, pagara una suma de dinero a la LA FUNDACION PARA EL DESARROLLO DE 
LOS PUEBLOS MARGINADOS. 
 
No se entiende primero, como el juzgado 28 C.C. le dio tramite a esta oposición y segundo, el opositor 
no tiene ninguna posesión, tiene una tenencia que no le resta valor frente a la hipoteca, porque está 
plenamente comprobado, primero, porque el inmueble es galante de la hipoteca, segundo, que según 
la promesa de compraventa el señor JOSE ANTONO ESTAN, tenia conocimiento de esta obligación. 
 
Pero señor Magistrado, para ponerle en duda que existiera la famosa negociación compensatoria de 
los famosos bonos financieros, por una suma exagerada, el señor JOSE ANTONIO, en su declaración 
manifiesta no conocer siquiera el valor de estos bonos al precio pesos dólar en la época que se hizo, 
cosa totalmente increíble que cuando se habla de esas sumas exageradas de dinero no se sepa de 
cuanto era la negociación hablando de pesos colombianos ya que los bonos eran representativos en 
dólar según el dicho de el: Como se le puede dar credibilidad que le señor JOSE ANTONIO, ponga un 
denuncio penal por hurto y estafa por esos famosos bonos seis (6) años después de que según su 
dicho se los robaron, se lo esquilmaran o se los estafaron, es que según lo dicho de JOSE ANTONIO 
ESTAN, no estamos hablando de que los bonos valieran pesitos sino remillones. 
 
Así las cosas, señor Magistrado, resumiendo, el opositor no debió ser escuchado, porque recibió el 
inmueble de manos del demandado, segundo se abroga una compensación de una obligación en 



bonos que debe ser decretada por un juez de la república, pero con todo y eso si se probó que el 
inmueble fue vendido por el Representante legal de LA FUNDACION PARA EL DESARROLLO DE 
LOS PUEBLOS MARGINADOS, a este tercero oposito. 
 
Por lo tanto, la oposición esta bien denegada por parte del juez 28 C.C. de Bogotá. 
 
sírvase señor Magistrado, confirmar la decisión del Juez 28 C.C., en cuanto a no acceder a la petición 
del opositor.      
  
  
 
 
 
 
Atentamente, 
 

 
 
OSCAR ARMANDO PARRA ENCISO 
C.C. No. 19´242.388 de Bogotá 
T.P. 31.961 del C.S.J. 
 
 
 
 
 



 
Honorable Magistrado  
JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá D.C. 
Sala Civil 
E.                                S.                              D. 
 
 

Ref: Radicación:  No. 2016-00481      
 Demandante: ANA PROCESA GORDILLO GUALTEROS 
 Demandado: PEDRO JOSE HERRERA BERMUDEZ Y OTROS 

Asunto: Sustentación art.14 Decreto 806 de 2020, Recurso Apelación 
Sentencia Primera Instancia proferida Juzgado 41 Civil del Circuito. 

 
 
ASTRID QUIROGA MUNEVAR, identificada como aparece al pie de mi correspondiente firma, 
obrando como apoderada de la demandante ANA PROCESA GORDILLO GUALTEROS dentro  
del Proceso de la referencia, muy respetuosamente me permito sustentar el recurso de 
apelación previamente interpuesto ante el a- quo y admitido en providencia del 29 de octubre 
de los corrientes por su señoría, notificado estado electrónico 3 de noviembre de 2020, así: 
 

ARGUMENTOS DE MI IMPUGNACIÓN: 
 
1.- Se determinó y probó dentro del acervo probatorio que aparece dentro del plenario como fue 
la prueba documental allegada con la demanda, Recibos de pago impuesto predial 
cancelados desde 1999 a 2013 hechos por el sr. Gumercindo Herrera Martin, recibos de 
pago de los diferentes servicios domiciliarios agua, luz, e instalación del gas natural 
hecho por el mismo poseedor Gumercindo Herrera Martin, contrato de promesa de venta 
donde cede y vende la posesión hecha por este, a la Sra. Ana Procesa Gordillo Gualteros 
para la fecha de septiembre de 13 de 2013, documentos que no fueron valorados por el a 
quo, para tomar su decisión, siendo vital la prueba documental, porque con ellos se 
demuestra los actos de señor y dueño que realizo el poseedor primogénito, de forma 
independiente, directa, autónoma y desconociendo la comunidad, que permiten al administrador 
de justicia llegar al convencimiento que el poseedor antecesor GUMERCINDO HERRERA 
MARTIN, en calidad de comunero de un derecho de cuota de acuerdo a la forma de adjudicación 
a través de la Sucesión de CAYETANO HERRERA BOHORQUEZ, tal como aparece inscrito en 
la anotación 005 de fecha 21 de julio de 1999 en la matricula inmobiliaria 50C-874672 de la 
Oficina de Instrumentos públicos de Bogotá zona centro, cuotas objeto de usucapión, se portó 
durante todo este lapso como un verdadero señor y dueño con sus actos como lo 
demuestra la prueba documental ya referida de la totalidad del bien inmueble; por tanto, 
su calidad procedió a cambiar de un comunero de derecho de cuota que tambien asi lo 
manifestó en su interrogatorio de parte como el testigo José María Herrera Martin y Segundo 
Herrera Ortega, Flor María Ortega a intervenir el título de dueño de un derecho de cuota, 
convirtiéndose en poseedor material de los demás derechos de cuota de los comuneros (Carlos 
Arturo Herrera,  Ángel María Herrera Martin, Blanca María Herrera Martin, José María 
Herrera Martin, Juan María Herrera Martin), situación que se ejerció de manera abierta y 
frontal, por tanto, NIEGA EL DERECHO QUE PRIMERAMENTE RECONOCIA a los demás 
comuneros, rechazándolos y tomando para si la calidad de propietario con ánimo convencido y 
simultáneamente ejecutando actos materiales de tal, por un lapso de tiempo de más de 14 
años. Desde 1999 julio a septiembre 13 de 2013. Habiendo superado el tiempo exigido 
por la ley para adquirir por prescripción adquisitiva, ya que a partir de esta fecha continua 
ejerciendo la posesión de todo el bien inmueble la actual poseedora señora Ana Procesa 
Gordillo Gualteros, o sea, que más de 15 años y 11 meses ( Agosto 2015), teniendo en 
cuenta esta última fecha, por el hecho que el a quo toma como base una escritura que fue 
corrida el 5 de agosto de 2015, para considerar que no habría lugar a acoger las pretensiones 
de la demanda, situación que no sería relevante como quiera, que el tiempo exigido por la ley 
para adquirir por prescripción adquisitiva ya se encontraba superado con la posesión del señor 



Gumercindo y con la suma de la posesión de la señora Ana Procesa desde septiembre 13 del 
2013 a agosto 4 de 2015, habían transcurrido 15 años y 11 meses. 
 
2.- Lo más importante es que el señor Gumercindo Herrera Martin, demostró con sus actos de 
señor y dueño que efectivamente se produjo la mutación o intervención de la calidad de 
reconocer los derechos de cuota de los demás comuneros en poseedor de la totalidad del bien 
inmueble, en el hecho de la expresa y publica rebeldía, rechazo y desconocimiento del derecho 
de los demás copropietarios; pues su conducta no fue pasiva en relación con los vínculos que 
atan al dueño respecto de los demás derechos de cuota, porque nunca durante los catorce años 
que ejerció la posesión sobre la totalidad del bien inmueble ( Julio de 1999 a 13 septiembre de 
2013), nunca exigió cuota a prorrata de los demás comuneros para pagar los impuestos durante 
este lapso de tiempo, arreglos, mantenimiento al bien inmueble, instalación del gas, pago de 
los diferentes servicios públicos domiciliarios, NI LOS COMUNEROS EXIGIERON SE 
ENTREGARA EL BIEN INMUEBLE, SE PAGARA ALGUN ARRENDAMIENTO; por tanto, está 
demostrado que durante el tiempo exigido por la ley poseyó el inmueble de forma directa y 
frontal, respecto de los demás comuneros. Respecto de la prescripción del comunero el 
pensamiento de la Corte, en jurisprudencia que conserva plena validez para que pueda 
realizarse la figura jurídica de la usucapión entre comuneros y de alli dedujo las consecuencias 
de que si un comunero logra poseer la cosa común con ánimo de señor y dueño y con exclusión 
de los demás codueños de origen, hace suya la cosa de un modo absoluto. Art.375 num.3 
C.G.P. 
 
El medio legal de como vino adquirir su condición de comunero es el título para poseer, que 
podrá ser justo o injusto, pero para nuestro caso lo da la adjudicación en la sucesión y asi lo 
reconoció en su interrogatorio el poseedor primogénito, pero este tiene la convicción de que 
procede honradamente, utilizando su título para explotar el bien inmueble en beneficio propio, 
en la creencia que tiene lo que le corresponde es buena fe. En forma tal que la buena fe es un 
estado psicológico o de conciencia del poseedor, que cree tener exclusivo derecho de dominio 
sobre la cosa que posee. Entonces el poseedor primogénito desconoció el dominio ajeno y entro 
a portarse como dueño, realizando actos de posesión individual. Dándose la posesión de la 
totalidad del bien inmueble y proceder la prescripción a su favor y por la suma de posesiones a 
favor de la accionante y en contra de los otros codueños, siempre que esa posesión material 
revista las características de tal, es decir ánimo de señor y dueño, sin reconocer ni permitir 
posesión de los demás en tal parte; ausencia de vicios de clandestinidad y violencia, y lapso de 
tiempo necesario, situación que la reúne por los hechos y actos tanto el poseedor antecesor 
como la poseedora actual señora Ana Procesa Gordillo Gualteros, por la suma de posesiones 
donde la ley asi lo permite art.778 y 2521 del C.C., cuando dice que la posesión del sucesor 
principia en él, permitiendo incorporar a la propia posesión la de los que le hayan precedido en 
ella, con la finalidad practica de hacer posible y más viable la usucapión.  
 
La suma o incorporación de posesiones  opera tanto en la prescripción ordinaria como 
extraordinaria y para nuestro caso es la extraordinaria y para que pueda ser posible debe 
tratarse de derechos que puedan ser transferidos, y es lo que hizo el poseedor antecesor a la 
sucesora señora Ana Procesa Gordillo Gualteros. 
 
Para avalar y amplificar los anteriores conceptos damos paso a la autoridad de la Honorable 
Corte, la cual en reciente fallo hizo las siguientes precisiones:  
“…Es indiscutible que la ley tolera que el poseedor comunero de su derecho de cuota  cambie 
su posicion jurídica respecto del derecho de cuota de los demás comuneros para entrar a poseer 
la de los demás comuneros sobre el bien inmueble, pero esa intervención del título tiene eficacia 
desde el momento en que el poseedor, rompiendo por sí y ante si todo nexo jurídico con la 
persona de quien deriva  su título de propietarios de derechos de cuota, se revela expresa y 
públicamente contra el derecho de esta desconociéndole, desde entonces su calidad de 
copropietario y empezando una nueva de señorío  ejercido no solo a nombre propio sino con 
actos nítidos de rechazo (pago de impuestos de la totalidad del bien inmueble, instalación del 
gas, pago de servicios públicos, mantenimiento del bien inmueble) y desconocimiento del 
derecho de los demás comuneros a cuyo nombre anterior los reconoció como dueños por el 
hecho de haberles adjudicado derecho de cuota en la sucesión de su padre. Por tanto, la 



voluntad del poseedor antecesor de cambiar su posicion jurídica, la exteriorizo con actos 
inequívocos de rebeldía contra los derechos de cuota de los demás comuneros, de tal manera 
que a los ojos del público en general aparezca que los actos de explotación económica del bien 
se ejercían a título de poseedor absoluto de la totalidad del bien por más de 14 años y no como 
con anterioridad ocurría por la adjudicación que recibió. 
3.- Es procedente por darse los elementos de la esencia de la posesión, como es el corpus, y 
el animus, teniendo en cuenta la suma de posesiones que se invocó en los hechos facticos de 
esta acción, y se demostraron con el acervo probatorio recaudado, como es el interrogatorio de 
parte rendido por el señor Gumercindo Herrera Martin, los testimonios y la prueba documental 
(pago de impuestos desde 1998 hasta 2013) y prueba pericial ya que nos determina que uno 
de los actos de señor y dueño realizado por el señor Gumercindo entre otros, fue la instalación 
del gas natural al inmueble objeto de usucapión, asi lo determino la antigüedad de esta mejora 
instalada, determinándose el vínculo jurídico entre la actual poseedora (Ana Procesa Gordillo 
Gualteros) y su antecesor, y, que las posesiones que se suman han sido sucesivas e 
ininterrumpidas de 1999 a 2013 y 2013 a la fecha, teniendo en cuenta el vínculo jurídico que ha 
unido a los poseedores contrato de promesa de venta hecha por parte del señor Gumercindo a 
la señora Ana Procesa Gordillo Gualteros de fecha 13 de septiembre de 2013, prueba de los 
respectivos traspasos, vinculando los varios lapsos de posesión material. En suma, las 
condiciones que para tal efecto tiene establecidas la Doctrina y la Jurisprudencia son: a) que 
haya un título idóneo que sirva de puente o vinculo sustancial entre antecesor y sucesor; b) que 
antecesor y sucesor hayan ejercido la posesión de manera ininterrumpida, c) que haya habido 
entrega; por tanto, se han dado los elementos esenciales de la posesión de la suma de 
posesiones (arts.778 y 2521 del C.C.) y la realización de los hechos positivos como ha sido el 
mantenimiento del bien desde 1998, la instalación del gas, el pago de manera directa, 
independiente hecha por el señor Gumercindo de los impuestos desde 1998 a 2013, conductas 
y pruebas que exterioriza un ánimo de señorío, sin haber reconocido durante todo este lapso 
de tiempo dominio ajeno, lo hizo de manera independiente y exclusiva por este, sin haber sido 
objeto de requerimiento alguno, lo hizo de manera personal autónoma e independiente y por 
ende excluyente de los demás comuneros, y asi lo demostró con los testimonios de uno de ellos 
que su hermano siempre ha poseído el bien para el sin reconocer a la comunidad, excluyéndola, 
pues ninguno durante el lapso de tiempo lo requirió ni hubo exigencia alguna por parte de los 
demás comuneros, mucho menos de los señores Ángel María Herrera (q.e.p.d.) y Carlos Arturo 
Herrera; razones por las cuales la posesión del comunero Gumercindo Herrera Martin durante 
todo su lapso de tiempo 1999 a septiembre de 2013, es apta para tenerla como suma de 
posesiones por estar caracterizada y envuelta de los elementos esenciales a toda posesión, 
tales como el desconocimiento del derecho ajeno y el transcurso de tiempo de catorce años 
1999 a 2013, sumados a la continuidad de la señora Ana Procesa Gordillo Gualteros nos da 
una suma de más de 18 años, que de igual forma la continuo haciendo de forma exclusiva, sin 
existir ninguna clase de coposesión de los señores  Ángel María Herrera (q.e.p.d.) y Carlos 
Arturo Herrera, obrando la actual poseedora de forma exclusiva, de todo el bien objeto de 
usucapión, acreditando que sus actos posesorios como lo demuestran la prueba documental 
pago de impuestos, valorización entre otros, mejoras a los pisos especialmente segundo piso 
como se corrobora con la prueba pericial y testimonial ha sido hecha única y exclusivamente 
por la señora Ana Procesa Gordillo Gualteros, de manera autónoma, como señora y dueña 
desconociendo derecho ajeno, pues asi continuo ejerciendo su posesión sin reconocer a 
comunidad alguna o derecho de cuota alguna, y nunca haber sido requerida por ninguna 
persona con mejor derecho, por lo cual se ha portado de forma independiente, continua, 
personal, directa, autónoma, y por ende excluyente de los señores Ángel María Herrera 
(q.e.p.d.) y Carlos Arturo Herrera, sobre la totalidad del bien y por ende sobre la parte de estos, 
por tanto, los actos posesorios de la señora Ana Procesa Gordillo Gualteros inequívocamente 
reflejan un ánimo de poseer para sí y no para ningún comunero, es decir han sido ejercidos en 
forma personal, autónoma e independientemente, desconociendo los derechos de estos 
coparticipes.  
 
Demostrándose con todo el acervo probatorio recaudado que el bien objeto de usucapión  se 
ha poseído tanto por su primigenia posesión desde 1999 por el señor Gumercindo Herrera 
Martin como la demandante en una posesión exclusiva, de manera inequívoca, pacifica,  publica 
e ininterrumpida por todo el tiempo exigido por la ley, tanto sobre la totalidad del bien como de 



la parte que se pretende con la demanda (33.34%) actualmente, por los hechos dados dentro 
del trámite del proceso existiendo la comprobación tanto de manera documental como 
pericialmente que el ejercicio de la posesión la han realizado a título personal y no en beneficio 
de ninguna comunidad.  
 
Por las anteriores situaciones fácticas y probatorias se debe con el debido respeto entrar a 
reconsiderar que debe existir la debida valoración de las probanzas documentales allegadas al 
proceso y las surtidas y dadas dentro de la diligencia de testimonios e interrogatorios, y la 
diligencia de inspección judicial hecha al inmueble que aprecia que la demandante ejerce y 
continuo de manera plena, autónoma, directa, pacifica la posesión de la totalidad de los 
derechos de cuota objeto de este libelo sobre el inmueble, para que aprecie por su señoría con 
el debido respeto y se REVOQUE la decisión tomada por el a quo frente a NEGAR las 
pretensiones respecto la porción del 33.34% sobre los derechos de cuota del inmueble objeto 
de usucapión.  
 
Ruego obrar de conformidad. 
 
 
Del Honorable Magistrado, cordialmente, 
 

 
 
ASTRID QUIROGA MUNEVAR 
C.C.No.28’722.148 de Falan Tolima. 
T.P.No.92843 del C.S.J. 
Correo electrónico: asquimo@hotmail.com 
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Bogota D.C. 

 
Señores: 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA D.C. 

Sala Civil. 
 
E.  S.  D. 

 
Ref.: PROCESO VERBAL DECLARATIVO DE PERTENENCIA DE ALFONSO CORTES 

BALLEN. Rad. 2013-733-01 Expediente 5161. Sustentación Recurso de Apelación. 

 
 
   Cordial saludo. JOSE DAVID PULIDO DAVILA, identificado con la cedula de ciudadanía 

numero 1.024.70.594 de Bta., Abogado identificado profesionalmente con la T.P. Nro. 228.656 
del C.S. de la J., actuando en calidad de apoderado judicial del demandante, me permito muy 
comedidamente sustentar el recurso de apelación en contra de la sentencia de 17 de Octubre de 

2019 y notificada por estado de 21 de Octubre del hogaño  del Juzgado 14 Civil del Circuito de 
Bogota D.C., de conformidad con el contenido del artículo 322 Nral. 3 Inc. 2 del C.G.P. y del auto 
de fecha 29 de Octubre de 2020, proferido por el H. Magistrado Sustanciador, en los términos en 

que se sigue: 
 
El primero de los reparos, el concerniente al Incongruencia de la sentencia entre las 

consideraciones y la ratio decidendi. –Error de derecho-, se esgrimió que la inconsistencia 
radicaba sobre el argumento de la decisión impugnada, en el cual, el a quo considero que mi 
prohijado no habría logrado demostrar una posesión de 20 años sobre el inmueble objeto de la 

Litis, aun cuando de conformidad con el artículo 2531 del Código Civil (Mod. Art. 5 Ley 791 de 
2002), aplicable al caso sub examine, exige la configuración de un término mínimo de diez (10) 
años, situación que se torna como un yerro de gran calado para la definición del presente asunto,  

de cara a las consideraciones que acoge el Juez de instancia para adoptar la decisión atacada,  
pues en el largor de la misma, nada dice sobre el periodo temporal en que el Juez a quo valoro 
los medios probatorios y de cara al conteo de términos para la pretensión extintiva, pues a pesar 

de que la posesión que se alega por mi prohijado sobre el inmueble trabado en Litis inicia en el 
año 2001, fecha en la cual estaba vigente el contenido del artículo 2531 del Código Civil en su 
redacción primitiva, con la reforma introducida por el artículo 5 de la Ley 791 de 2002, estando 

vigente la posesión de mi prohijado ex ante a dicha reforma, hecho este que ultimas no fue 
desvirtuado por medio probatorio adosado al proceso. Así las cosas, de la sentencia atacada,  
nada se dice y no es posible deducir, de los argumentos expuesto por el a quo para la adopción 

de la sentencia, si la valoración probatoria por el a quo elaborada respondió a un periodo de diez 
(10) años desde que se denuncia la posesión de mi prohijado sobre el inmueble o, si por virtud 
de la transición de la ley desde la fecha en que mi prohijado entra en posesión del inmueble y a 

la fecha en que se radica la demanda, el Juez valoro, como lo indica en las consideraciones, la 
necesidad de un término de posesión igual o superior a veinte (20) años, o si como lo indica de 
manera posterior y sin mayor detalle, un término igual o superior a diez (10) años y desde la 

fecha julio de 2001. 
 
   La incongruencia contenida en la sentencia es trascendental en tanto, en ausencia de un 

análisis sobre la situación fáctica y su relación probatoria, se obtiene que, de la lectura del fallo 
impugnado, nada se deduce del estudio sobre el punto de partida del periodo que se alegó como 
extintivo de derecho y creador de nuevos derechos en cabeza del demandante, pues si asu 

hubiera sido, de cara a la ausencia de los actos de señor y dueño y de que, en síntesis las 
pruebas militantes a órdenes del demandante en reconvención, no se enfilaron a demostrar de 
manera material y practica que mi prohijado no duro una época consecutiva, interrumpida y 

publica ene l inmueble objeto de usucapión, se hubiera dado al traste sobre la permanencia de 
mas de diez (10) años de mi prohijado sobre el inmueble ejerciendo actos de señor y dueño,  
como tal era, desconociendo la propiedad o dominio sobre el bien inmueble y a órdenes de otra 

persona, ello sin perjuicio de que, de conformidad con el articulo 2512 del C.C., para el análisis 
de la prescripción extraordinaria, no se distingue si la posesión es  regular o irregular.  
 



   Al respecto, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia1, en punto de la 

prescripción extraordinaria enseño sobre sus elementos, a saber i) posesión material o física,  
esto es, el corpus con convencimiento de ser el propietario, ii) posibilidad de apropiación privada 
de la cosa poseída; es decir, no tratarse bienes que constitucional o legalmente son 

imprescriptibles iii) ejercicio ininterrumpido de los actos posesorios, por el término del ley. 
 
   Entonces bien, al hacer un recuento de la acción judicial sub examine, no encontramos que,  

conforme lo verifican las pruebas militantes en el expediente y ello no fue debidamente 
desvirtuado por el demandante excluyente, desde la fecha 31 de Julio de 2001 mi prohijado entro 
en posesión del inmueble trabado en Litis y en adelante, por lo cual el día 13 de diciembre de 

2013 radico demanda de pertenencia, momento para el cual, además de que se probó en el 
trámite del presente asunto los actos de señor y dueño sobre el inmueble, la capacidad del mismo 
para ser adquirido por vía prescriptiva y un término igual o un poco mayor a diez (10) años, todo 

lo anterior acompañado a la ausencia de reconocimiento de otro propietario sobre el inmueble, a 
la par del reconocimiento de la demandante excluyente en el pago de cánones de arrendamiento 
a órdenes de mi prohijado, la inacción frente a la posesión de mi prohijado y sobre el inmueble y 

la ausencia de solicitud de reivindicación, a pesar de la sentencia de simulación que alega como 
elemento estructural de la posesión irregular de mi prohijado y que en obsta al tratarse de una 
prescripción extraordinaria, dan al traste de haber trascurrido diez (10) años ininterrumpidos 

donde mi prohijado, con la mirada tolerante de la demandante excluyente, ejerció como amo y 
dueño sobre el inmueble, sin que como se dice y enseña la Corte en el fallo precitado, sea óbice 
la irregularidad o regularidad de que tanto se duele el extremo excluyente en la posesión y en 

respuesta a su inacción luego de la sentencia de simulación. 
 
   Así las cosas, al no corroborarse en el término alegado en la demanda como configurativo de 

la prescripción extraordinaria y comprendido entre el 2001 y 2013, ningún acto por parte del 
demandante ad excludendum encaminado a desvirtuar la posesión de mi prohijado y por el 
contrario, de manera tacita reconociéndola en cuando los argumentos de la demanda ad 

excludendum y su baremo probatorio se enfilaron a indicar que mi mandate era poseedor 
irregular a causa de la sentencia de simulación, pero nunca a desvirtuar el termino de la posesión 
que alegan como irregular y a la vez reconocen, no tenia de otra el juzgador que reconocer de 

manera inexpugnable el termino para la adquisición, pero en su lugar, se indica que no trascurrió 
el termino de diez (10) años, sin indicar desde cuando, para previamente haber indicado que el 
caso se regía por el canon 2531 del C.C. en su forma prístina, lo que lleva a este signatario a 

enfilar el embate sobre la incongruencia, la cual, se disgrega del análisis probatorio y su 
resultado, el cual, huelga que el juez busco y dirigió su comprensión del caso a la probanza de 
un termino que para la fecha de la radicación de la demanda se encontraba subrogado.  

 
Error de hecho por falso juicio de identidad respecto de las pruebas testimoniales 
valoradas. 

 
   Informa el a quo que, al observar y valorar las pruebas testimoniales, tanto las recaudadas en 
juicio, asi como las testimoniales analizadas mediante el medio de prueba trasladada, observo 

que no se puede inferir de los testimonios ofrecidos por mi prohijados una duración equivalente 
a la necesaria para la declaratoria de prescripción –no obstante que no está claro cuál fue la que 
tomo-, en cabeza de mi prohijado y sobre el bien inmueble; de la misma suerte, al hacer 

referencia a los testimonios de las pruebas trasladadas, indica que los testimonios analizados 
informan sobre una situación en la cual“… sus padres nunca vendieron la casa…” e indica “… a 
quien le devolvieron la cantidad de más o menos 16 millones”, con lo cual se corrobora que, al 

hacer el análisis de dichos testimonios, sin ubicar o darle un contexto de cara a los testimonios 
recaudados en el curso del proceso y los medios documentales allegados, se dejo de lado la 
identidad y dimensión de las pruebas testimoniales valoradas, para de dicha forma arribar a una 

conclusión que incluso, si se quisiera, de ser pertinentes dichas pruebas trasladadas, entrarían 
en una profunda contradicción entre su decir y las conclusiones que a partir de ellas se generaron 
en la sentencia, pues no se puede obviar que las fechas en que informan los testimonios de las 

pruebas trasladas, datan de 2001, esto es, 12 años atrás de radicada la demanda. Por demás,  
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como se informa, dichos testimonios de las pruebas trasladadas se consideraron sin darle un 

contexto exacto sobre su pertinencia y utilidad al caso sub judice.  
 
    Entonces bien, cuando se hace alusión a la prueba testimonial trasladada al proceso y que 

tenía como origen, esto es el proceso de simulación, el a quo, a pesar del contenido del artículo 
174 del C.G.P., el cual, le otorga plena libertad de valoración, nada indica sobre el contexto de 
tales testimonios. Veamos: en principio el testimonio en sede del proceso de simulación se ofrece 

encaminado a corroborar que mi prohijado no tenía el dinero o los recursos suficientes para la 
adquisición de la casa, pero nunca dicho testimonio se enfilo a negar la ocupación de mi prohijado 
en el inmueble desde el año 2001 que accedió al mismo, así como tampoco lo hizo el señor 

JUAN DAVID MARIN en su testimonio, pues aunque es cierto que reconocen que la demandante 
excluyente estuvo en el inmueble, para el primero de los testigos hasta el año 2004 y para el 
segundo, hasta el año 2002, lo cual es incongruencia de los testimonios que milit aron en contra 

de las pretensiones de mi prohijado, ninguno de los dos, afirma que mi prohijado no haya estado 
en el inmueble desde el año 200, así como tampoco y especialmente el señor GUILLERMO 
CORTES, indica nada sobre el pago que la demandante hacía por cánones de arrendamiento a 

mi prohijado, situación que comprende el reconocimiento del señorío de mi prohijado sobre e 
inmueble.  
 

   Si el a quo hubiera valorado de manera mínima las pruebas testimoniales en su contexto y de 
cara a los demás medios probatorios, hubiera encontrado que la intensión de amo y señor de mi 
prohijado no se desvaneció o desvirtuó con los testimonios redondos, incluso los mismos, a pesar 

de ser idóneos en el proceso de simulación, no encontraban la misma correspondencia en el 
proceso de pertenencia. Entonces bien, cuando el juez omite dimensionar el alcance de las 
pruebas trasladadas testimoniales y que fueron obi interdicta del fallo enervado, obvia verificar 

que el contenido de tales testimonios nada indican sobre la ausencia o no de los actos de señor 
y dueño de mi prohijado sobre el inmueble y que fueran ratificados por parte de la demandante 
excluyente con el pago de arriendo a órdenes de este; en la misma línea, dichos testimonios no 

contienen una manifestación mínima sobre posesión de mi prohijado o no en el inmueble, pues 
su contenido de manera exclusiva y limitativa se encuadra en indicar que mi prohijado no tenía 
el dinero para la adquisición del inmueble o en lugar, que el negocio en su esencia nunca existió, 

no obstante lo anterior, los mismos no se enfilan a indicar que mi prohijado no tenía la posesión 
sobre el inmueble, o de que el mismo, la hubiera perdido o se hubiera interrumpido en momento 
alguno, es mas, ni siquiera niegan que mi prohijado haya entrado en posesión del inmueble 

desde el año 2001. 
 
   Asi las cosas, dada la presunción elaborada por el Juez a quo, sobre la esencia de los 

testimonios trasladados del señor GUILLERMO CORTES y JUAN DAVID MARIN,  la misma por 
su carácter de presunción, puso como manifestó que las pruebas testimoniales trasladadas 
decían o daban cuenta de la inexistencia, tanto de un término para la prescripción, así como de 

la ausencia de posesión de mi prohijado sobre el inmueble, lo cual, es un error que afecto de 
manera positiva la valoración probatoria en sus justas dimensiones y conllevo a un error al juez, 
sobre la existencia de una situación de hecho que no podían acreditar los medios probatorios  

elegidos para la construcción de la conclusión del juez a quo, lugar donde su error se edifica se 
edificio sobre la aceptación y existencia de un hecho que no se acredito o en su lugar, que no 
podían acreditar las pruebas elegidas como fundamento de su equivoca conclusión.  

 
Omision en la valoración integral del acervo probatorio allegado al expediente. 
 

   El a quo en la sentencia atacada arriba a la conclusión de que mi prohijado no demostró un 
término, sin perjuicio de la incongruencia en este punto,  necesario para la declaratoria de 
prescripción adquisitiva a su favor sobre el bien inmueble t rabado en Litis, no obstante, omite 

hacer referencia a  la valoración de medios probatorios documentales, pertinentes y la utilidad 
que estos hubieran brindado al proceso, si hubiere verificado y hecho alusión a documentales  
tales como recibos de pago de canones de arrendamiento del inmueble trabado en Litis y por 

parte de la demandante ad excludendum, el contrato de arrendamiento por esta firmado a favor 
de mi prohijado sobre el inmueble trabado en Litis, el contrato de compraventa suscrito por la 
opositora a favor de mi prohijado sobre el inmueble, el proceso de restitución sobre el inmueble,   

el pago de impuestos prediales y servicios públicos realizado por mi mandate y con ocasión al 
inmueble trabado en Litis y las mejoras realizadas a costa de mi prohijado; en este orden, de 



haberse valorado dichos medios probatorios, la decisión adoptada en la sentencia hubiere 

variado sustancialmente de la decisión que se apela, pues dichas pruebas tenían la fuerza 
suficiente para darle prosperidad a las pretensiones de mi prohijado, maxime cuando los mismos, 
nunca fueron tachados por falsedad, generándose un error de hecho, al corroborarse un falso 

juicio de existencia que se sobrepone a las conclusiones a las que arriba para adoptar la decisión 
reprochada. 
 

   Entonces bien, como se venia diciendo, para el a quo fueron suficientes los testimonios 
trasladados de los señores GUILLERMO CORTES y JUAN DAVID MARIN, en cuanto con ellos, 
presumió el juez a quo la inexistencia de los actos de señor y dueño que fueron ejercidos y 

ratificados por la opositora, sobre el inmueble trabado en Litis,  sin perjuicio de haberles dado un 
significado erróneo a dichos testimonios. De cara a los medios probatorios documentales  
adosados al proceso, el juez desconoció, sobre el supuesto de unos testimonios que hablan 

sobre incapacidad económica de mi prohijado de pagar el precio del inmueble,  que los actos de 
señor y dueño que ejercicio mi prohijado desde el año 2001 sobre el inmueble, fueron ratificados 
también por la demandante excluyente. Es así que si el a quo hubiera analizado y dado valor 

probatorio, incluso mermado, a los medios probatorios adosados por mi prohijado al presente 
asunto, hubiera encontrado de ninguna suerte, los medios probatorios elegidos para suponer su 
conclusión tenían la entidad suficiente para desvirtuar el ejercicio de la posesión de mi 

patrocinado sobre el inmueble tratado en Litis y que, de la misma suerte, tampoco dicho medios, 
hubieran podido desvirtuar el tiempo igual o superior a diez (10) años que ejerció mi prohijado 
sobre el inmueble. 

 
   Una valoración conjunta y sistemática de los medios probatorios, tanto documentales como 
testimoniales, hubieran conllevado al a quo a diversificar que, por mas que la sentencia de 

simulación hubiera sido favorable a la opositora, con la misma no se desvirtuaba la posesión 
ejercida por mi prohijado, ni siquiera, se configuraba la posesión irregular habida consideración 
de la naturaleza de la prescripción extraordinario, la cual, al tenor del artículo 2531 del CC., la 

figura prescriptiva alegada, saneaba la irregularidad del título justo e imponía en el opositor la 
carga de demostrar i) la imposibilidad en cabeza de mi mandante de acreditar su intensión de 

dueño  y señor, que hasta ejercicio de manera abierta con la opositora y ii) la obligación en cabeza 

de la opositora de probar la interrupción, clandestinidad o violencia de la posesión de mi 

prohijado, pues por el contrario, la ratifica en sui demanda ad excludendum, indicando que la 

posesión de mi prohijado es irregular, habida consideración de la declaratoria de la simulación, 

no obsetante, nada hace por recurar su posesión y señorío sobre el inmueble y se conforma con 

la manifestación de irregularidad de la posesión, situación que se subsana con la prescripción de 
orden extraordinario, estando entonces el opositor, en condición de hacerlo, llamado a ejercer 

las acciones legales encaminadas a recuperar su señorío sobre el inmueble. 

 

    Entonces bien, si el a quo hubiera considerado dicha inacción por parte de la opositora y en 

conjunto hubiera verificado actos tales como  que la opositora nunca tacho de falsos los 

documentos que se allegaron al proceso y por parte de mi prohijado encaminados a demostrar  

que hasta la misma opositora reconoció actos de señor y dueño de mi prohijado sobre el inmueble 

y desde el año 2001, los cuales, sentados en medios probatorios documentales, nunca tacho de 

falsos, se imponía al juez a quo declarar la materialización del supuesto legal de que trata el 

articulo 2531 del Código Civil, normativa llamada a regir el caso. 

 

   Finalmente no se puede olvidar que aunque mucho se duele la opositora de un posesión 
irregular de mi prohijado sobre el inmueble, en virtud de la declaratoria de la simulación, tal 

premisa queda sin efecto alguno en el presente asunto y según lo enseña la Corte Suprema de 

Justicia en Sala de Casación Civil:  

 

 “acorde con el articulo 2512 del Código Civil, la prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas 
por haberse poseído las cosas durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales. 
Aquella, además, puede ser ordinaria o extraordinaria, según si la posesión procede de justo titulo y buena 
fe (posesión regular), o no (posesión irregular)…2   
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   Entonces bien, aceptado como se encuentra de manera pacifica la subsistencia de la posesión, 

aunque sea irregular y por parte de la jurisprudencia especializada, es oportuno traer a colación 

el deber que tenia la opositora de enfilar sus excepciones y pretensiones, encaminadas no ya a 

desvirtuar la regularidad de la posesión, sino la misma posesión:  

 

 “En un asunto similar en sus contornos en el que unas de las partes intento variar una calidad que 
ya había admitido, tratado en CSJ Sc2805-2016, se llamó la atención en que: … 
 

Esas manifestaciones de los recurrentes distorsionan tanto los aspectos factuales admitidos por todos ello 
cuando comparecieron al pleito, como lo que tuvo por establecido el fallador, ya que ambas partes coincidieron 
en que al momento en que empezó la contienda los demandados eran {poseedores} indistintamente de la 
forma como llegaron al predio… 

 
Si con ocasión de la acción reivindicatoria el demandado confiesa ser poseedor del bien perseguido por el 
demandante o alega la prescripción adquisitiva respecto de el, esa confesión apareja dos consecuencias 
probatorias,; a) el demandante queda exonerado de des mostrar la posesión y la identidad del bien, porque el 
primer elemento resulta confesado y el segundo admitido y  b) el juzgador queda relevado de analizar otras 
probanzas tendientes a demostrar la posesión… 

 

Bajo ese escenario esbozado por los lit igantes, en el cual la titularidad del derecho de dominio de los 
demandantes originarios estaba definida, la prescribiente era poseedora indiscutida del inmueble y nigun 
discusión existía sobre la individualización de este, lo que no ameritaba esfuerzo del fallador distinto a 
determinar si el ejercicio del señorío no alcanzaba siquiera lo diez (10) años…”3 
  
   De contera con lo anterior, la obligación del juez y habida cuenta que la opositora excluyente 

no enfilo sus argumentos a negar la posesión de mi prohijado, asi como ninguna de las pruebas 

ofrecidas por ella lo hace, la sentencia debió perfilarse sobre el eje probatorio de si los medios 

probatorios demostraban como mínimo diez (10) años de posesión de mi prohijado o no lo hacían, 

maxime cuando los medios probatorios documentales y creados por la opositora así lo hacían, 

valoración que sin duda alguna, si se hubiera tenido en cuenta, de cara a los testimonios 

ofrecidos, habría desembocado en la favorabilidad de las pretensiones de mi prohijado.   
 
Violación sustancial al debido proceso.  

 

   El reproche rotulado en este acápite su circunscribe a la inobservancia, tanto del contenido del 

artículo 305 Inc. del C. de P.C., como del contenido del artículo 281 Inc. 3 del C.G.P., en tanto, 

a la fecha de la sentencia y desde la presentación del demanda, el a quo dejo de valorar las 

circunstancias (hechos modificativos) que ocurrían en el curso del proceso, sin perjuicio de los 

que se invocaron como sustento de las pretensiones por parte de mi prohijado, esto es, que 

durante el curso del proceso la opositora ad excludendum, nunca recupero la posesión sobre el 

inmueble, así como tampoco, demostró la existencia de acciones legales, tanto antes de la 

demanda, como en el curso del juicio, para acreditar su propiedad sobre el inmueble trabado en 

Litis, por el contrario, fue tolerante, a ciencia y paciencia, de la legitima posesión ejercida por mi 

prohijado sobre el inmueble, permitiendo incluso, las mejoras realizadas sobre el inmueble. De 

tal suerte, si se hubiese corroborado dicha tolerancia, frente a los indicios contingentes que se 

verificaban en el curso del proceso, hubiese dado al traste que la posesión regular, quieta y 

pacifica que ejercía mi prohijado en el inmueble, tanto antes del litigio como en el curso del 

mismo, materializaban los requisitos necesarios para la declaratoria de pertenencia del inmueble 

en cabeza de mi patrocinado. 

 

   Asi las cosas, eligió la opositora la declaratoria de pretensiones inicuas a la fecha de la demanda 

ad excludendum, sin perjuicio de que, con las mismas, reconoce de manera tacita la posesión de 

mi prohijado sobre sobre el inmueble y sustentada sobre la premisa de poseedor irregular, a 

controvertir y como debió haber sido, la posesión en si misma. 

 

   A la fecha del fallo de simulación, la opositora, siendo titular de dominio del inmueble, no 

propuso acción alguna encaminada a ratificar su dicho sobre la propiedad del inmueble en su 

cabeza, sino por el contrario opto por una acción, que dadas sus pretensiones, adema de haber 
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sido inadmisibles desde el inicio, lo único que hacían era ratificar que mi prohijado si era, y asi lo 

reconoce, poseedor del inmeuble, sin que se haya elevado pretensión o excepción alguna en 

reconvención, encaminada a desvirtuar el termino necesario para la posesión de mi prohijado 

sobre el inmeuble y maxime cuando el a quo no determino de manera puntual en el objeto de 

litigio, cual seria entonces el objeto de debate probatorio. Nótese que el si el juez a quo hubiera 

valorado la conducta de la demándate excluyente, en primero termino no hubiera declarado 

prospera la primera pretensión de la demanda excluyente en cuanto no declarar  la propiedad a 

favor de mi prohijado por inocuidad en el presente asunto y la posición que ella ejercía al 

momento de la radicación, y menos aun, dadas las siguientes pretensiones de la demanda 

excluyente (reconocer propietario a quien figura en el registro de instrumentos públicos y que el 

demandado JULIO CESAR CORTES reciba las consecuencias jurídicas), pues las mismas, lejos de 

ser oposición a la posesión de mi prohijado sobre el inmueble, la ratificaban y se enfilaban a que 

el juez a quo, so pretexto de recocer la propiedad de la opositora, desconociera bajo la 

irregularidad de la posesión de mi prohijado , habida cuenta de la sentencia de simulación, dicho 

acto publico y convalidado por la opositora. 

 

   Finalmente, no se puede perder de vista, que en armonía con la sentencia CSJ SC-21822-2017, 

MP. MARGARITA CABELLO BLANCO Exp. 05615 31 03 002 2001 -00192-01, la vía ad excludendum 
tal como se concibió, no solo no estaba llamada a prosperar de manera íntegra, sino con la 

misma, por las pretensiones que fue objeto, lo único que lograba la demanda, era ratificar la 

posesión de mi prohijado sobre el inmeuble y bajo la mirada tolerante de la opositora, pues bien 

a la fecha de radicación de la demanda ad excludendum y posterior a la sentencia de simulación, 

la misma debió enfilarse a la reivindicación y no a la solicitud de reconocimiento de propiedad 

cuando ya estaba inscrita en el registro de instrumentos públicos, lo que sin duda alguna, ratifica 

que mi prohijado si era el poseedor, desde el año 2001, fecha desde la cual la opositora ha venido 

reconociendo tal calidad en mi patrocinado y que ratifica con la oposición ad excludendum donde 

brilla por su ausencia, solicitud de reivindicación alguna.  

 

   Con lo anterior y de conformidad con el articulo 327 del C.G.P. y el contenido del articulo 14 

del Decreto 806 de 2020, dejo sustentado el recurso de apelación. 

 

 

Del señor Magistrado: 

 

 

 
JOSE DAVBID PULIDO DAVILA  

C.C. 1.024.470.594 de Bta.  

T.P. Nro. 228.675 del C.S. de la J:    
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